Radicación No: 66001-31-05-003-2013-00106-01
Omar Lòpez Rincòn. vs. Universidad Tecnológica de Pereira

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del proceso de la referencia. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría.

Providencia:


Sentencia de Segunda Instancia, jueves 13 de octubre de 2016.

Radicación No: 
 

66001-31-05-003-2013-00106-01
Proceso: 


Ordinario Laboral.

Demandante:                    

Omar López Rincón           
Demandado:            

Universidad Tecnológica de Pereira.  
Juzgado de origen:        

Tercero Laboral del Circuito de Pereira.
Magistrado Ponente:      

Francisco Javier Tamayo Tabares.
Tema a tratar:                            
Solidaridad. Proceso adelantado sin la comparecencia del empleador.
El obligado solidario no puede por sí solo  soportar las pretensiones elevadas por el trabajador, sin que al mismo tiempo, no sea demandado, en forma principal, el empleador. Al obligado solidario, no lo liga acuerdo alguno con el trabajador, puesto que en ningún instantante, se ha derivado anticipadamente y, de manera convergente pacto encaminado a crear derechos a favor del segundo y obligaciones a cargo del solidario, esto, por cuento, la fuente de su llamado sin obedecer a su carácter consensual y voluntario, dimana por disposición de la ley, que permite que dada ciertas hipótesis traídas por la legislación, habilitan al trabajador a convocar a juicio al solidario, para que en este carácter se haga responsable junto con el obligado principal de las obligaciones contraídas previamente por el empleador en pro del asalariado. Nulidad procesal. Inocua resultaría tal declaración de nulidad, por cuanto de todas maneras: 1. Existe imposibilidad de que se declare la existencia del contrato de trabajo y sus consecuenciales condenas, como ya se esclareció, y por culpa del propio demandante 2. Sería vano el estudio de la solidaridad, puesto que por lo acabado de referir, el contenido económico de dicha solidaria, caería en el vacío, por ausencia de condenas en contra de la persona a que presuntamente le sirviera por Ley como garante. Y 3. Aun en gracia de discusión, de que procediera tal estudio de la solidaridad, la conclusión a la que la Sala arribaría sería la misma de la a-quo, en cuanto no la vio viable.

Citación jurisprudencial: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, sentencia SL 471, radicación 40049. / Sentencia del 20 de marzo de 2013 del máximo órgano de la especialidad laboral, radicación 40541. / Sentencia de 10 de octubre de 1997, radicación 9881
En Pereira, hoy jueves trece (13) de octubre de dos mil dieciséis (2016), siendo las nueve y cuarenta de la mañana (09:45 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia las magistradas y el magistrado ponente de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, en su sala de decisión 3, declaran formalmente abierto el acto, para desatar el grado jurisdiccional de Consulta a la sentencia proferida el 27 de Octubre de 2014 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro del proceso ordinario promovido por Omar López Rincón, en contra de Carlos Julio de Salvador Ahumada y Universidad Tecnológica de Pereira.     
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

I- INTRODUCCIÓN
El actor enfoca sus pretensiones a que tras de que se declare la existencia del contrato de trabajo habido entre él y Carlos Julio De Salvador Ahumada, que éste lo despidió por decisión unilateral e injusta, que el mismo es deudor de los créditos laborales causados a su haber, y que se declare a la Universidad Tecnológica de Pereira, como responsable solidaria, pide que se condene al reconocimiento de: indemnización por despido unilateral e injusto, auxilio de cesantías, intereses a las mismas, prima de servicios, vacaciones, cotizaciones a la seguridad social, e indemnización moratoria.

 Las susodichas súplicas descansan en los supuestos facticos alusivos a la prestación de servicios en esta ciudad, en la construcción del edificio o sede administrativa del Jardín Botánico de la Universidad accionada, mediante el contrato de trabajo celebrado con De Salvador Ahumada, del 16 de enero al 3 de julio de 2011, en la función de oficial de obra, de lunes a sábado, de 7 a.m. a 5 p.m., con una hora de descanso, salvo los sábados que se extendió hasta las 12 m., a cambio de percibir un salario mínimo legal, que a la finalización del vínculo se le dejaron de cancelar los rubros enunciados en las súplicas.

En el curso del proceso hubo de desvincularse a Carlos Julio De Salvador Ahumada, dado su fallecimiento antes de que se iniciara la litis, y en vista de que la parte actora, guardara silencio respecto del cumplimiento que se le exigiera de las previsiones del artículo 81 del Código de Procedimiento Civil, por lo que se rechazó la demanda en lo que concierne a dicho sujeto pasivo de esta contención (fl. 91).
La Universidad Tecnológica, se opuso a las pretensiones de la demanda. Respecto a los hechos, replicó no constarle los hechos alusivos al otro demandado, a los otros respondió igual o no ser tales. Propuso como excepciones: cobro de lo no debido, y tácita o innominada (fls. 37). Llamó en garantía a la compañía de seguros del Estado S.A., la que a derecho presentó su contestación tal cual corre a partir del folio 125 
La juez de la instancia precedente negó las pretensiones, tras declarar probadas las excepciones propuestas por la entidad educativa accionada, salvo la “tácita o imnominada”.
Acometió como asunto de decisión el tema relativo a si la Universidad accionada, era responsable solidaria de las obligaciones a favor del demandante, dejando por fuera del pronunciamiento la situación que se pudo haber presentado entre el otro demandado Carlos julio De Salvador con el actor Omar López, toda vez que el primero o sus sucesores quedaron excluidos de la demanda, en virtud de que el demandante no atendió la corrección de aquella, según lo que se le advirtiera en el auto de inadmisión producido por la a-quo, en cumplimiento de una decisión de segunda instancia adoptada en esta misma actuación, lo que a la postre generó el rechazo del libelo en lo atinente al empleador en esta Litis

 Planteó, seguidamente, tres (3) eventos de solidaridad traída por la norma sustantiva laboral, la primera enmarcada en el artículo 34, relativa al contratista independiente frente al beneficiario de la obra, la otra en el ámbito del precepto 36, concerniente a los socios de sociedades de personas, y la última generada en la intermediación laboral. Al circunscribir la litis dentro de la primera, adujo no darse sus presupuestos, en vista de la diversidad de objetos, entre la presunta empleadora, o contratista,  y la de la beneficiaria o dueña de la obra, como quiera que la una estaba dedicada a la actividad constructora, mientras la otra, a la enseñanza de educación superior, no halló probada, entonces, la conexidad del objeto de obra con el de la beneficiaria de la misma. A su turno, consideró carente de interés el estudio atinente a la póliza, con base en la cual se llamó en garantía a la aseguradora, y condenó en costas al promotor del litigio
Contra el mentado fallo no se interpuso la alzada, por lo que las diligencias subieron al Tribunal, para surtir el grado jurisdiccional de consulta. 
Alegatos en esta instancia:

 Consideraciones
Conforme al recorrido anterior, cumple a la Sala determinar qué decisión cabe en este asunto, el cual por culpa del propio demandante, culminó sin que el empleador por intermedio de sus sucesores haya comparecido en orden a contradecir el vínculo laboral que le plantea el demandante. 
Mucho se ha discutido en la doctrina en torno a que el obligado solidario no puede por sí solo  soportar las pretensiones elevadas por el trabajador, en un proceso laboral, sin que al mismo tiempo, no sea demandado, en forma principal, el empleador. Primero, por cuanto, no es concebible que dejen de concurrir trabajador y empleador a la litis laboral que tiene por objeto, el reconocimiento de la existencia del contrato de trabajo y sus consecuenciales condenas, por cuanto son ellos y no otros, los facultados, para formular tales pretensiones, por una parte, y los legitimados a contradecirlas válidamente, por la otra, siguiendo la dinámica de que tal lazo es de origen consensual, y solo a ellos los liga o compromete por activa y por pasiva.

 Como segunda medida, y a contrario sensu de la premisa precedente, al obligado solidario no lo liga acuerdo alguno con el trabajador, puesto que en ningún instantante, se ha derivado anticipadamente de la formación de la voluntad de ambos y, de manera convergente pacto encaminado a crear derechos a favor del segundo y obligaciones a cargo del solidario, que habilite al operario a llamar a aquel al pleito judicial en demanda de que honre lo pactado, esto, por cuento la presencia del obligado solidario en el marco del proceso laboral, no es porque medie un acuerdo entre un sujeto y otro, sino porque la fuente de su llamado sin obedecer a su carácter consensual y voluntario, dimana por disposición de la ley, que permite que dada ciertas hipótesis traídas por la legislación, habilitan al trabajador a convocar a juicio al solidario, para que en este carácter se haga responsable de las obligaciones contraídas previamente por el empleador en pro del asalariado.

 Por ende, la consensualidad que bien podría entrañar un llamado de esta especie, surge entre empleador y el tercero solidario, dada la configuración de la hipótesis imaginada por el legislador, y no entre este último y el trabajador, por lo ya considerado. Pregónese, por lo tanto, que las obligaciones que en el ámbito del contrato de trabajo, se imponen al empleador, surge exclusivamente, del hecho de haber fungido como tal, de ahí su necesaria presencia en el proceso en que se debata dicho contrato, al paso que las obligaciones que por rebote se extienden al obligado solidario, surge por ministerio legal, y como una mera potestad o facultad que aquella le brinde al trabajador, para citarlo al proceso con el propósito de que responda patrimonialmente, al lado del empleador en el evento de que la litis resultare adversa a éste.

 Es que como lo ha decantado la jurisprudencia patria el obligado solidario, en el área del derecho del trabajo (art. 34), no es más que un garante para el pago al trabajador de sus acreencias laborales, y prosigue que “obedece a la imperiosa necesidad de proteger los derechos de los trabajadores, haciendo extensivas al obligado solidario, en su condición de beneficiario del servicio o dueño de la obra contratada, las deudas laborales a cargo del contratista, quien es el empleador, sin que esto signifique que se haga responsable al contratante de las acreencias laborales derivadas de la relación laboral y la culpa del empleador, sino que por virtud de la solidaridad le son exigibles las acreencias laborales surgidas a favor del trabajador” ( sentencia SL 471, radicación 40049).

Dicha garantía impone que de antemano se conozca el valor de la deuda a cargo del contratista o empleador en pro del trabajador, a menos de presentarse el excepcionalísimo evento, de que éste no tenga que concurrir a la apertura del proceso laboral en orden a que se defina la existencia del contrato de trabajo con el contratista, y como consecuencia, los haberes laborales que resultaren en pro del laborante, por mediar con nitidez la prueba de aquel vínculo, y la condición del empleador como deudor de aquellas rubros. 
Demostración, esta última, que a priori no se evidencia en el sub-lite, en la medida en que solo milita, dos actos que por su precariedad no alcanzan a vislumbrar la existencia del contrato de trabajo, entre las personas naturales involucradas en la contienda, una que da cuenta, que De Salvador Ahumada, tuvo como afiliado a la seguridad social a Omar López, por un único ciclo –mayo de 2011- [fl. 16], y la otra referente a los hechos 21 y 22 que la a-quo declaró como probados a consecuencia de que la solidaria no corrigió su libelo de contestación (fl. 60), relativos a esa afiliación a la seguridad social con un salario mínimo, y a que el demandante agotó el procedimiento gubernativo ante la institución educativa (fl. 5).

Obviamente, que con tan precarios elementos, no se podría al menos declarar la existencia del contrato por el lapso denunciado en la demanda y sus condenas. Además, por cuanto, por culpa del propio demandante, fue desvinculado de esta acción los sucesores de Carlos Julio De Salvador Ahumada, ante la evidencia del deceso de éste, el 27 de octubre de 2012 [fl. 65] antes de que se iniciara la litis, sin que el gestor del litigio atendiera en forma el requerimiento de que acercara la información de que trata el artículo 81 del antiguo Código de Procedimiento Civil, con el propósito de que tales sucesores se hicieran a derecho en esta contención (Cdo. de apelación de auto fls. 77 y ss y fls. 89 a 91). 
A pesar de que también se ha dicho, de que la presencia del empleador es infaltable en el proceso laboral, como contradictor válido de la pretensión principal enlistada por el trabajador, lo que bien podía motivar la nulidad de la actuación, salvo que se hubiera presentado, la especialísima circunstancia enunciada en precedencia, inocua resultaría tal declaración de nulidad, por cuanto de todas maneras: 1. Existe imposibilidad de que se declare la existencia del contrato de trabajo y sus consecuenciales condenas, como ya se esclareció, y por culpa del propio demandante 2. Sería vano el estudio de la solidaridad, puesto que por lo acabado de referir, el contenido económico de dicha solidaria, caería en el vacío, por ausencia de condenas en contra de la persona a que presuntamente le sirviera por Ley como garante. Y 3. Aun en gracia de discusión, de que procediera tal estudio de la solidaridad, la conclusión a la que la Sala arribaría sería la misma de la a-quo.
En efecto, guiados por las orientaciones de la jurisprudencia patria, en especial, las consignadas, en la sentencia del 20 de marzo de 2013 del máximo órgano de la especialidad laboral, radicación 40541, la solidaridad del precepto 34 del C.S.T., se presenta cuando la actividad ejecutada por el contratista independiente cubre una necesidad propia del beneficiario y, además, cuando constituye una función directamente vinculada con la ordinaria explotación de su objeto económico y que éste debe desarrollar. Para lo dicho ha de tenerse en cuenta no solo el objeto social del contratista y el beneficiario o dueño de la obra, “sino también la actividad específica desarrollada por el trabajador”.
Tan preciso es lo acabado de enunciar, que en otra de sus sentencias, 2 de junio de 2009, radicación 33082, recabó que lo que debe observarse no es exclusivamente el objeto social del contratista sino, en concreto, que la obra que haya ejecutado o el servicio prestado al beneficiario o dueño de la obra no constituya labores extrañas a las actividades normales de la empresa o negocio de éste. De allí que concluya, que con arreglo a la tarea individualmente desarrollada por el trabajador, “si bajo la subordinación del contratista independiente, adelantó un trabajo que no es extraño a las actividades normales del beneficiario de la obra, se dará la solidaridad establecida en el artículo 34 citado”.
Itera, entonces, que no basta simplemente que con la actividad desarrollada por el contratista independiente se cubra una necesidad propia del beneficiario, para que opere la solidaridad, sino que se requiere que la labor constituya una función normalmente desarrollada por él, directamente vinculada con la ordinaria explotación de su objeto económico. Por ello ilustra la situación con un pasaje que extracta de la sentencia de 10 de octubre de 1997, radicación 9881, en los siguientes términos:
“…se desprende claramente de las pruebas reseñadas que el contratista independiente del caso [constructor de un tanque para almacenamiento de aceite] se dedica a un negocio diverso del que ocupa al contratante y si bien con la obra contratada éste buscaba cubrir una necesidad propia, ello no implica una actividad permanente de aquel como para que deviniera en algo inherente a la empresa del beneficiario, pues tan solo se prolongaría hasta que se culminara la construcción del tanque metálico”.
….

Con todo interesa aclarar que la solidaridad en cuestión se excluye cuando el contratista cumple actividades ajenas de las que explota el dueño de la obra, porque lo que persigue la ley con el mecanismo de solidaridad es proteger a los trabajadores frente a la posibilidad de que el empresario quiera desarrollar su explotación económica por conducto de contratistas con el propósito fraudulento de evadir su responsabilidad laboral. Esta situación por tanto no se presenta en el caso de que el dueño de la obra requiere de un contratista independiente para satisfacer una necesidad propia pero extraordinaria de la empresa, conforme acontece en el asunto de los autos”.
En el sub-lite, acontece algo similar al caso que ilustra la ameritada jurisprudencia, en la medida en que la actividad del contratista, difiere sustancialmente de la que ejecuta normalmente el ente Universitario, el uno como es lógico dedicado a la construcción y el otro, a la enseñanza de la educación superior; no obstante, que el primero satisfizo al segundo, una necesidad propia, o si se quiere extraordinaria, no es suficiente para que se pregone la solidaridad entre ambas, por cuanto se precisa como lo iteran los trozos jurisprudenciales glosados, que además, constituya una función directamente vinculada con la ordinaria explotación del objeto económico y que el beneficiario o dueño de la obra debe desarrollar.
Como quiera, que obviamente, la Universidad Tecnológica de Pereira no tiene como objeto principal la actividad de la construcción, así constituya una necesidad propia o extraordinaria, la construcción de sus propias sedes, como lo es la del Jardín Botánico, delegada en el contratista, y sumadas las otras consideraciones, a la Sala no le queda otro camino que confirmar la decisión conocida en el grado jurisdiccional de consulta, aclarando que como en ningún momento las pretensiones eran de recibo, no había lugar a estudiar las excepciones y menos declararlas o negarlas, en la medida en que su examen era de rigor solo en caso de que las súplicas tuvieran alguna vocación de prosperidad.

En igual sentido, no resulta procedente el estudio de la responsabilidad de la compañía de seguros llamada en garantía, al no obrar ninguna condena en contra de su llamante.
Por modo, que se confirmarán los numerales segundo y cuarto, y se revocarán los demás.
No hay lugar a costas en esa sede, por conocerse el asunto en grado jurisdicción de consulta.
Como corolario de lo expuesto, la Sala Laboral de Decisión No. 3 de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y en nombre de la Ley,
FALLA

Confirma los numerales: segundo y cuarto de la sentencia conocida en grado jurisdiccional de consulta. Como obligada consecuencia se revocan los demás. 
Sin costas en esta sede.

Notificación surtida EN ESTRADOS.
El magistrado ponente,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Las Magistradas,
OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA 

 ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN      
Alonso Gaviria Ocampo              

Secretario
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